
C.A. de Concepci nó
xsr
Concepci n, a catorce de julio del a o dos mil veintis is.ó ñ é

VISTO:
Comparece  el  abogado  Rafael  Alberto  L pez  ,  enó  

representaci n de  , deduciendo recurso deó  
protecci n en contra de ,  por  el  acto ilegal  y  arbitrarioó  
consistente en el cobro de parte de los montos de su l nea de cr dito paraí é  
pagar cargos derivados de transacciones fraudulentas realizadas en su tarjeta 
de cr dito.é

Precisa  que  entre  los  d as  29  de  noviembre  de  2025  y  17  deí  
diciembre  de  2025,  fue  v ctima  de  una  defraudaci n  en  sus  productosí ó  
bancarios (tarjeta de d bito y tarjeta de cr dito nacional e internacional) poré é  
un monto total de $9.636.009. Tras dar aviso de los hechos y solicitar la 
restituci n  de  los  fondos  conforme  a  la  Ley  n mero  20.009,  el  bancoó ú  
procedi  a  realizar  un  abono  normativo  inicial,  pero  posteriormente,ó “ ”  
luego  una  investigaci n  interna  determin  que  exist a  culpa  grave  deló ó í  
usuario.  En virtud de aquello,  el  banco interpuso una demanda civil  en 
contra  del  recurrente  ante  el  Primer  Juzgado  de  Polic a  Local  deí  
Concepci n (Rol 928-2026) para declarar su responsabilidad. Sin perjuicioó  
de dicho proceso judicial pendiente, el banco procedi  unilateralmente aó  
cargar  las  cuotas  de  los  montos  defraudados  en  su  l nea  de  cr dito,í é  
generando  una  deuda  creciente  que  la  instituci n  podr a  cobraró í  
judicialmente, priv ndolo de la libre disponibilidad de dicho cupo crediticio.á

Denuncia conculcados los derechos garantizados en los numerales 2 
y 24 del art culo 19 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, esto es, laí ó í ú  
igualdad ante la ley, porque el banco soslaya la aplicaci n uniforme de laó  
Ley n mero 20.009 en su desmedro; y el derecho de propiedad tanto sobreú  
los montos ya sustra dos de su l nea de cr dito que formaban parte de suí í é  
patrimonio, como respecto de la leg tima expectativa de mantener su cupoí  
de cr dito libre de cargos arbitrarios.é

Pide que se acoja este recurso de protecci n, declarando que el actoó  
de la recurrida es ilegal y arbitrario; que se ordene al banco dejar sin efecto 
los cargos realizados en la l nea de cr dito del recurrente asociados a lasí é  
transacciones defraudadas; que se ordene a la recurrida abstenerse de seguir 
generando dichos cargos y de realizar cualquier conducta que entorpezca el 
proceso ante el Juzgado de Polic a Local; y que se condene en costas a laí  
instituci n bancaria.ó

Inform  el  Primer  Juzgado  de  Pol ic a  Local  deó í  
Concepci nó , por medio del Juez Titular don Fernando Barja Espinosa, 
remiti  el expediente digitalizado de la causa rol 928-2026 de su ingreso,ó  
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caratulada  , que contiene la“ ”  
demanda  civil  interpuesta  por  la  entidad  bancaria  para  determinar  la 
responsabilidad del cliente en las operaciones objetadas.

Inform  el  ó ,  por  medio  del  abogado  Hugo 
Larra n .  Dijo que el  recurrente es titular de una tarjeta de cr ditoí é  
Mastercard Black y una cuenta corriente con el banco. Confirma que el 
cliente cuestion  ante el banco once transacciones realizadas entre el 29 deó  
noviembre y el 17 de diciembre de 2025, invocando lo dispuesto en la Ley 
N  20.009, sobre fraudes y delitos inform ticos relativos a tarjetas y medios° á  
de pago electr nico.ó

A ade  que  el  ñ Banco,  en  cumplimiento  de  los  plazos  y 
procedimientos  que la  propia Ley N  20.009 contempla,  dio  curso a la°  
investigaci n de los hechos reclamados y, el 6 de enero de 2026 procedi  aó ó  
cancelar  cargos  por  la  suma de $ 1.390.000 que corresponde al  abono 
normativo que establece la ley.

Sostiene que, sin perjuicio de los cargos que efectu  el banco, deló  
an lisis de los antecedentes recabados en el proceso de investigaci n internaá ó  
del fraude reclamado, el banco detect  elementos indiciarios de culpa graveó  
y/o dolo del usuario en la generaci n de las transacciones impugnadas en laó  
tarjeta de cr dito, raz n por la cual, conforme lo autoriza expresamente elé ó  
art culo  5  y  siguientes  de  la  Ley  N  20.009,  ejerci  la  acci n  judicialí ° ° ó ó  
pertinente, dando origen a la causa Rol N  928-2026 del Primer Juzgado de°  
Polic a Local de Concepci n.í ó

A ade que la l nea de cr dito asociada a la cuenta corriente delñ í é  
recurrente es s lo un producto financiero distinto y aut nomo, consistenteó ó  
en un cupo de cr dito que el propio cliente contrat  con el Banco, y queé ó  
opera  autom ticamente,  conforme  a  las  estipulaciones  contractuales  queá  
rigen dicho producto, para suplir saldos insuficientes en la cuenta corriente, 
incluyendo el pago de los saldos facturados de la tarjeta de cr dito asociada.é

Refiere que los cargos generados los d as 7 de abril y 7 de mayo deí  
2026,  por  $  1.310.474 y $1.235.947 respectivamente,  corresponden a la 
operatoria normal de facturaci n y pago del saldo de la tarjeta de cr ditoó é  
del  recurrente,  en  la  parte  no cubierta  por  la  restituci n  normativa  yaó  
efectuada, mientras se determina judicialmente, en la causa Rol 928-2026, 
la existencia o no de culpa grave o dolo del usuario respecto de dichas 
transacciones.

Sostiene que en ning n momento ha incurrido en un actuar ilegal oú  
arbitrario.  El  art culo  5  de  la  Ley  N  20.009  confiere  al  emisor  dosí ° °  
alternativas frente a un reclamo por fraude: restituir los fondos o cargos 
defraudados, o bien, cuando existan antecedentes de culpa grave o dolo del 
usuario,  ejercer  las  acciones  judiciales  correspondientes  para  que sea  un 
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tribunal  quien  determine  la  responsabilidad.  El  banco  ha  actuado 
precisamente  dentro  de  ese  marco  legal:  restituy  lo  que  correspond aó í  
restituir  ($1.390.000)  y  judicializ ,  mediante  la  causa  Rol  928-2026,ó  
caratulada  aquello respecto de lo“ ”  
cual existen fundadas dudas sobre la diligencia del usuario, cuesti n que estó á 
llamada a resoluci n el Juzgado de Polic a Local de Concepci n en la causaó í ó  
antes indicada.

Respecto  al  derecho,  argumenta  que  no  existe  un  acto  ilegal  ni 
arbitrario, pues la instituci n ha actuado bajo el amparo de las facultades deó  
investigaci n y judicializaci n que le otorga el art culo 5 de la Ley n meroó ó í ú  
20.009. 

Dice que no hay afectaci n a la  igualdad ante la  ley,  ya que seó  
aplic  el procedimiento uniforme que el banco utiliza para todos sus clientesó  
en  situaciones  an logas  de  sospecha  de  fraude  presencial.  En cuanto  alá  
derecho  de  propiedad,  afirma que  la  l nea  de  cr dito  no constituye  uní é  
activo incorporado al patrimonio del recurrente, sino que es un mero cupo 
contractual sujeto a condiciones pactadas, por lo que lo existente es una 
deuda  cuya  procedencia  leg tima  est  siendo  conocida  por  un  tribunalí á  
especializado. 

Finalmente, alega que el recurso de protecci n es improcedente poró  
existir una controversia de lato conocimiento (sobre la culpa grave o dolo) 
que ya se encuentra sometida al conocimiento del Primer Juzgado de Polic aí  
Local de Concepci n.ó

Pide que se rechace el recurso de protecci n en todas sus partes, conó  
expresa condenaci n en costas.ó

Se trajeron los autos en relaci n.ó
CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:
1.-  El recurso de protecci n de garant as constitucionales establecidoó í  

en el art culo 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, jur dicamenteí ó í ú í  
constituye una acci n de naturaleza cautelar, que tiene por objeto ampararó  
a  personas  naturales  o  jur dicas  en  el  libre  ejercicio  de  las  garant as  yí í  
derechos preexistentes que se enumeran en la misma disposici n y que poró  
actos  u omisiones  arbitrarios  o ilegales,  sufran privaci n,  perturbaci n  oó ó  
amenaza  de  tales  garant as,  pretendiendo  que  mediante  la  adopci n  deí ó  
medidas  de  resguardo  que  se  deben  tomar  frente  a  un  acto  de  tal 
naturaleza, se restablezca el imperio del derecho. Es requisito indispensable 
para el ejercicio de la acci n cautelar de protecci n, la existencia de un actoó ó  
u omisi n ilegal, es decir contrario a la ley, o arbitrario, producto del meroó  
capricho de quien incurre en l, que afecte una o m s garant as protegidas.é á í

2.- El  recurrente  tilda  de  ilegal  y  arbitrario  el  cobro  unilateral 
realizado por el  Banco recurrido,  desde la  l nea de cr dito,  para  cubrirí é  
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cargos derivados de transacciones fraudulentas realizadas en sus tarjetas de 
cr dito y d bito, entre los d as 29 de noviembre y 17 de diciembre de 2025é é í  
(monto total $9.636.009), no obstante haber efectuado el reclamo respectivo, 
de conformidad a la Ley N  20.009. °

 3. - El  inform  que dio curso a la investigaci n deó ó  
los hechos reclamados y que el d a 6 de enero de 2026 procedi  a efectuarí ó  
el abono normativo por la suma de $1.390.000, correspondiente al abono 
normativo,  a  realizar  la  respectiva  investigaci n  interna  y  presentaró  
demanda civil (Rol N  928-2026 del Primer Juzgado de Polic a Local de° í  
Concepci n), por existir elementos indiciarios de culpa grave y/o dolo deló  
usuario en la generaci n de las transacciones impugnadas. ó

Reconoci  haber efectuado cargos los d as 7 de abril y 7 de mayo deó í  
2026, por $ 1.310.474 y $1.235.947 respectivamente, que corresponden a la 
operatoria normal de facturaci n y pago del saldo de la tarjeta de cr ditoó é  
del  recurrente,  en  la  parte  no cubierta  por  la  restituci n  normativa  yaó  
efectuada, mientras se resuelve el conflicto judicialmente.

4.- De acuerdo a lo  establecido en el  art culo  4  de la  Ley Ní ° ° 
20.009,  efectuado  el  reclamo  de  estilo  por  parte  del  cliente  de  las 
operaciones  que  desconoce,  en  los  t rminos  y  oportunidad  que  all  seé í  
detallan y efectuadas la respectiva declaraci n jurada y denuncia penal, seó  
producen los efectos jur dicos de cancelaci n de los cargos y/o restituci ní ó ó  
de los fondos correspondientes a las operaciones reclamadas.

Luego,  el  art culo  5  del  mismo  cuerpo  legal,  contempla  unaí °  
situaci n especial en aquellos casos en que el monto reclamado sea superioró  
a  35  UF,  como ocurri  en  la  especie,  disponiendo que el  emisor  debeó  
proceder a la cancelaci n de los cargos o la restituci n de los fondos, seg nó ó ú  
corresponda, hasta dicho umbral.  Respecto del monto superior el emisor 
tendr  7 d as adicionales para cancelarlos, restituirlos o ejercer las accionesá í  
judiciales, debiendo notificar al usuario la decisi n que adopte. En el eventoó  
que el Banco ejerza acciones judiciales ante el Juzgado de Polic a Local, laí  
norma se pone en las dos posibilidades de decisi n: a) Si se declara poró  
sentencia  firme  que  no existen  antecedentes  suficientes  que  acrediten  la 
existencia de dolo o culpa grave del usuario, el emisor quedar  obligado aá  
restituir al usuario el saldo retenido, debidamente reajustado y al pago de 
las costas; y por el contrario, b) Si se acredita, por sentencia firme, que el 
usuario ha participado en la comisi n del delito, que obtuvo un provechoó  
il cito o que actu  con dolo o culpa grave facilitando su comisi n, se dejarí ó ó á 
sin  efecto  la  cancelaci n  de  los  cargos  o  la  restituci n  de  fondos,  sinó ó  
perjuicio  de  las  indemnizaciones  que  correspondan  seg n  la  normativaú  
aplicable.

Adem s, el art culo 5  bis de la misma ley dispone que, sin perjuicioá í °  
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de lo establecido en el art culo anterior, si hubiere antecedentes suficientesí  
de la existencia de dolo o culpa grave por parte del usuario,  el  emisor  
podr  suspender  la  cancelaci n  de cargos  y/o la rest i tuci n  deá ó ó  
los  fondos . La suspensi n ser  informada al usuario dando cuenta de losó á  
fundamentos que la  justifican.  Adicionalmente,  establece que  el  emisor 
deber  sol ic i tar al  juez de polic a local  competenteá í , dentro de los 
tres d as  h biles  siguientes al  vencimiento del plazo previsto en el incisoí á  
segundo  del  art culo  5 ,  una  í ° autorizaci n  para  mantener  laó  
suspensi nó  de la cancelaci n de cargos y/o restituci n de fondos, la queó ó  
ser  otorgada cuando el emisor acompa e comprobantes que constituyaná ñ  
una presunci n grave de que hubo dolo o culpa grave por parte del usuario,ó  
o concurra alguna de las circunstancias previstas en el art culo 5 ter. Si elí  
juez  de polic a  local  acoge  la  solicitud de suspensi n,  el  emisor  deber ,í ó á  
dentro  de  los  diez  d as  siguientes  a  la  notificaci n  de  la  resoluci n  delí ó ó  
tribunal, presentar su demanda y pedir, en el mismo acto, que se mantenga 
la  suspensi n  hasta  la  notificaci n  de  la  sentencia  definitiva.ó ó  Cuando  la 
suspensi n  recaiga  sobre  la  cancelaci n  de  cargos,  el  emisor  tambi nó ó é  
suspender  el  cobro  de  comisiones,  intereses  y  otros  cargos  asociados  aá  
dichas operaciones, durante la tramitaci n del procedimiento ante el juez deó  
polic a local.í

Ahora, si se declara en la sentencia firme la existencia de dolo o 
culpa grave del usuario, quedar  firme la suspensi n de la cancelaci n deá ó ó  
los cargos o la restituci n de los fondos, debiendo el usuario cancelar eló  
monto de las comisiones, intereses, y otros cargos asociados a los cargos 
suspendidos durante el procedimiento, debidamente reajustados y los fondos 
que le hubieren sido restituidos y/o cancelados.

5. - De los preceptos analizados se desprende que si el Banco emisor 
pretend a suspender la cancelaci n de los cargos o la restituci n de fondos,í ó ó  
deb a previamente notificar oportunamente de su decisi n al cliente dandoí ó  
cuenta de los fundamentos que la justifican, luego solicitar oportunamente al 
juez competente autorizaci n para mantener la suspensi n de la cancelaci nó ó ó  
de  cargos  y/o  restituci n  de  fondos,  lo  que  no  hizo,  pues  se  limit  aó ó  
presentar la demanda respectiva con fecha 16 de enero de 2026 (copias de 
expediente en folio 7).

En consecuencia, al obrar fuera de lo previsto por la ley, los cargos 
realizados unilateralmente sin comunicaci n y fundamentos y el cobro de losó  
mismos desde la cuenta corriente del recurrente son ilegales y arbitrarios, 
vulnerando su derecho de propiedad, todo lo cual determina que la presente 
acci n constitucional ser  acogida en los t rminos que se precisar n en loó á é á  
resolutivo.

No resulta atendible el argumento del Banco recurrido, en el sentido 
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que la l nea de cr dito asociada a la cuenta corriente del recurrente es s loí é ó  
un producto financiero distinto y aut nomo, que opera autom ticamenteó á  
para suplir saldos insuficientes en la cuenta corriente, incluyendo el pago de 
los saldos facturados de la tarjeta de cr dito asociada. Ello, pues de haberé  
operado con  arreglo  a  derecho debi  cancelar  los  cargos  reclamados,  aó  
menos que mediara una suspensi n en los t rminos ya se alados.ó é ñ

Por estas  consideraciones y atendido,  adem s,  lo  dispuesto en losá  
art culos 19 y 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y en el Autoí ó í ú  
Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre la materia, SE ACOGE con 
costas el recurso de protecci n presentado a favor de  ó  

,  en  contra  de  ,  debiendo  dicha  instituci nó  
financiera  cancelar  de  inmediato  los  cargos  reclamados  en  tanto  no  se 
resuelva el  juicio pendiente ante el Juzgado de Polic a Local,  dejando sií  
efecto, asimismo, los descuentos efectuados los d as 7 de abril y 7 de mayoí  
de 2026, por las sumas de $ 1.310.474 y $1.235.947 respectivamente.

Reg strese,  notif quese,  comun quese una vez que este fallo quedeí í í  
firme y en su oportunidad arch vese.í

Redacci n del ministro titular Rodrigo Alberto Cerda  n.ó í
N Protecci n-8367-2026. ° ó
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Pronunciado por la Segunda Sala de la Corte de Apelaciones de Concepción, integrada por el

ministro titular señor Rodrigo Alberto Cerda , la ministra suplente señora Margarita Elena

Sanhueza Núñez y la fiscal judicial señora María Francisca Durán Vergara. Concepción, a catorce de

julio del año dos mil veintiséis.

En Concepcion, a catorce de julio de dos mil veintiseis, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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